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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Hacienda y Administración Pública

10066	 Resolución de 23 de septiembre de 2015, de la Secretaría 
General de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, 
por la que se dispone la publicación del convenio de colaboración 
entre el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia sobre diversas 
actuaciones de coordinación en materia de contratación pública.

Visto el Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas y la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
sobre diversas actuaciones de coordinación en materia de contratación pública, 
suscrito el 21 de septiembre de 2015.

Teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 6.6 de la Ley, 7/2004, de 28 
de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, así como en el artículo 14 
del Decreto 56/1996, de 24 de julio, por el que se regula el Registro General de 
Convenios y se dictan normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la 
Administración Regional,

Resuelvo

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, el texto del Convenio 
de Colaboración entre el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia sobre diversas actuaciones de 
coordinación en materia de contratación pública, suscrito el 21 de septiembre de 
2015.

Murcia, 23 de septiembre de 2015.—La Secretaria General, María Pedro 
Reverte García

Convenio de colaboración entre el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas y la Comunidad Autónoma de la Región 

de Murcia sobre diversas actuaciones de coordinación en materia de 
contratación pública

En Madrid, a 21 de septiembre de 2015

Reunidos

De una parte D.ª Pilar Platero Sanz, Subsecretaria de Hacienda y 
Administraciones Públicas nombrada por Real Decreto 1853/2011, de 23 de 
diciembre, con competencia para suscribir el presente Convenio en virtud 
de la delegación de competencias efectuada por el artículo 6 de la Orden 
HAP/1335/2012, de 14 de junio, de delegación de competencias a favor de 
diversos órganos del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

De otra parte, D. Pedro Antonio Sánchez López, Presidente de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, para cuyo cargo fue nombrado por Real 
Decreto 588/2015, de 2 de julio, (publicado en fecha 3 de julio de 2015 tanto 
en el BOE como en el BORM), con competencia para suscribir este convenio en 
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virtud de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia y del acuerdo adoptado por el Consejo de 
Gobierno en fecha 2 de septiembre de 2015. 

Exponen

El texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, (TRLCSP, en lo sucesivo), 
establece en su artículo primero que tiene por objeto regular la contratación del 
sector público, a fin de garantizar que se ajuste a los principios de libertad de 
acceso a las licitaciones, publicidad, transparencia de los procedimientos y no 
discriminación e igualdad de trato entre los candidatos, buscando salvaguardar 
la libre competencia y la selección de la oferta económicamente más ventajosa.

El ámbito de aplicación del TRLCSP se concreta en el artículo segundo 
definiendo como contratos del sector público, aquellos contratos onerosos, 
cualquiera que sea su naturaleza, celebrados por alguna de las entidades 
definidas como sector público en el artículo tercero.

Continúa el artículo segundo en su apartado tercero, indicando que la 
aplicación del texto refundido a los contratos que celebran las Comunidades 
Autónomas y las entidades locales de su territorio u organismos dependientes se 
efectuará conforme a lo previsto en la disposición final segunda.

La citada disposición final segunda señala que con carácter general el 
texto refundido constituye legislación básica dictada al amparo del artículo 
149.1 de la Constitución y en consecuencia es de aplicación general a todas 
las Administraciones Públicas y organismos y entidades dependientes de ellas, 
exceptuando de la misma una serie de artículos concretos, a los que excluye el 
carácter de legislación básica.

El presente Convenio de Colaboración tiene por objeto la coordinación de las 
actuaciones de la Administración General del Estado y la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia en dos ámbitos concretos: La Plataforma de Contratación 
del Sector Público y los Registros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas.

Se pretende utilizar y difundir la Plataforma de Contratación del Sector 
Público, contemplada en el artículo 334 del TRLCSP, como soporte a los perfiles 
de contratante de cualquier órgano de contratación con independencia de la 
Administración de que dependa, así como para dar publicidad a través de Internet 
de las convocatorias de licitaciones y sus resultados, y cuanta información 
adicional se considere relevante respecto a los contratos que se celebren, 
facilitando así mismo, las comunicaciones entre el órgano de contratación y los 
licitadores y abarcando otros trámites de la contratación administrativa, que 
agilicen y faciliten la tramitación, tanto a los órganos gestores del sector público 
como a los contratistas.

La citada Plataforma constituye un vehículo idóneo para cumplir los principios 
citados que han inspirado al TRLCSP de libertad de acceso a las licitaciones, 
publicidad, transparencia, igualdad de trato y no discriminación, dado que 
es susceptible de ser utilizada por cualquier órgano de contratación del sector 
público, cualesquiera que sea la Administración Pública de la que dependa, y sin 
perjuicio de la existencia de otros instrumentos similares en las Comunidades 
Autónomas.
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La interconexión de datos entre las Plataformas de las Comunidad Autónomas 
y la del Estado, en lo relativo a su desarrollo normativo, ya se ha regulado 
mediante la disposición adicional tercera de la Ley 20/2013 de 9 de diciembre, 
de garantía de la unidad de mercado, modificando el citado artículo 334 del 
TRLCSP, cambiando la denominación de la Plataforma del Estado a Plataforma 
de Contratación del Sector Público y estableciendo el carácter obligatorio de su 
utilización por todas las entidades citadas en el artículo tercero apartado primero 
del TRLCSP.

En el artículo 326 del TRLCSP se contempla el Registro Oficial de Licitadores 
y Empresas Clasificadas del Estado y en el artículo 327 del TRLCSP se citan los 
Registros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas de las Comunidades 
Autónomas, previéndose en el artículo 332, la colaboración entre los citados 
Registros, facilitando el del Estado a todas las Administraciones la información 
que precisen sobre el contenido de los respectivos Registros, siendo el presente 
Convenio un buen instrumento para hacer efectiva la colaboración indicada.

Por otra parte, el valor que a efectos de contratación pan-europea reconoce 
la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26/02/2014 
sobre Contratación Pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE, a 
los Registros Nacionales de los Estados Miembros de la Unión Europea, y el 
reconocimiento de los efectos de sus certificados en los contratos públicos 
celebrados por todos los países miembros, hace muy ventajosa para los 
empresarios inscritos la consolidación de los distintos Registros de Licitadores 
actualmente existentes en un único Registro Nacional cuyos certificados 
proporcionen a todos los empresarios en él inscritos las ventajas derivadas de 
dichas disposiciones.

Por ello y de acuerdo con los principios en que está inspirado el texto 
refundido, libertad de acceso, publicidad, concurrencia, transparencia, etc., es 
necesario y conveniente que las Administraciones Públicas hagan un esfuerzo 
en coordinarse en esta materia y que se utilice la misma terminología, los 
mismos criterios, procedimientos, y documentos, de tal forma que los agentes 
económicos, o licitadores, cualquiera que sea el ámbito territorial en el que 
muestren interés sobre una contratación, tengan la certeza y seguridad, de que 
la documentación, terminología, principios y criterios serán similares, cualquiera 
que sea el órgano de contratación.

Visto lo anteriormente expuesto y en el marco de colaboración mutua que 
debe presidir las relaciones entre las Administraciones Públicas y en cumplimiento 
de lo establecido en el artículo 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, Ley 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, los representantes de ambas partes consideran que sería 
muy beneficioso para el cumplimiento de sus respectivos fines el establecer 
un marco de colaboración en el ámbito de las citadas materias de contratación 
pública.

Asimismo, el artículo 33 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 
Sostenible prevé la cooperación entre las Administraciones Públicas con el fin de 
adoptar medidas para la racionalización y contención del gasto público

El contenido de las propuestas de actuación del presente Convenio se 
encuentran incluidas dentro de las medidas aprobadas por la Comisión para 
la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA), creada por Acuerdo del 
Consejo de Ministros de fecha 26/12/2012, en concreto la medida n.º 1.04.001 
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relativa a la Plataforma de Contratación del Sector Público y la medida n.º 
1.04.003 relativa a los Registros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas 
de las Comunidades Autónomas.

Por lo que al procedimiento para la celebración de Convenios se refiere es 
preciso tener en cuenta lo previsto en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Según establece la disposición adicional decimotercera de la Ley 30/1992 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en el ámbito de la Administración General del Estado, los 
titulares de los Departamentos Ministeriales y los Presidentes o Directores de los 
Organismos Públicos vinculados o dependientes podrán celebrar los Convenios 
previstos en el artículo 6, dentro de las facultades que les otorga la normativa 
presupuestaria y previo cumplimiento de los trámites establecidos, entre los que 
se indicará necesariamente el informe del Ministerio o Ministerios afectados. 

En tanto no tenga lugar un desarrollo normativo de dicha materia, deben 
entenderse aplicables las previsiones contenidas en el Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 2 de marzo de 1990, modificado por el Acuerdo de Consejo 
de Ministros de 3 de julio de 1998, relativos al contenido de los Convenios y 
procedimiento para su aprobación previa a su firma.

El Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de marzo de 1990, sobre Convenios 
de Colaboración entre la Administración General del Estado y las Comunidades 
Autónomas, modificado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 3 de julio de 
1998, sobre competencia para celebrar convenios de colaboración con las 
Comunidades Autónomas, publicados por sendas Resoluciones de la extinta 
Secretaria de Estado para las Administraciones Públicas (BOE de 16 de marzo 
de 1990 y 3 de julio de 1998, respectivamente) dispuso en su apartado Primero 
que la suscripción de convenios de colaboración entre la Administración del 
Estado y las Comunidades Autónomas deberá ser autorizada con carácter previo 
por la Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonómica, atribuyendo, 
en su apartado Séptimo, punto 3, al entonces Secretario de Estado para las 
Administraciones Territoriales, la autorización provisional de aquellos convenios 
en los que el informe del extinto Ministerio de Administraciones Públicas fuera 
favorable o en los que, formuladas observaciones sobre aspectos formales, éstas 
hubieran sido completamente subsanadas, añadiendo que esta autorización 
provisional deberá ser ratificada por la Comisión Delegada del Gobierno en la 
primera sesión que ésta celebre.

El Real Decreto 1886/2011, de 30 de diciembre, por el que se establecen las 
Comisiones Delegadas del Gobierno, en su Disposición adicional cuarta, punto 1, 
suprimió la citada Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonómica.

El Real Decreto 256/2012, de 27 de enero, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, en su artículo 14.1 c), atribuye a la Dirección General de Coordinación 
de Competencias con las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, de 
la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local, la tramitación de la 
autorización y el registro de los convenios de colaboración entre la Administración 
General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

Consultada la Abogacía del Estado en la Secretaría de Estado de 
Administraciones Públicas sobre el tratamiento que proceda dar transitoriamente 
a los proyectos de convenio de colaboración hasta que se regule un nuevo 
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procedimiento de autorización de los mismos, dicha Abogacía del Estado, tras 
la consulta formulada a la Abogacía General del Estado, y emitirse ésta con 
fecha 9 de marzo de 2012, indicó en su informe de fecha 15 de marzo de 2012 
que, en tanto no exista una norma que venga a derogar expresa o tácitamente 
el citado Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de marzo de 1990, no puede 
considerarse que las exigencias contenidas en dicho Acuerdo en relación con 
la suscripción de convenios de colaboración (sometimiento a autorización 
previa, etc.) hayan quedado sin efecto como consecuencia de la supresión de 
la Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonómica, sin perjuicio de 
la necesidad de adaptar las referencias a los distintos órganos del Gobierno 
y de la Administración contenidas en dicho Acuerdo a la actual estructura del 
Gobierno y de Administración del Estado, estimando en este sentido, que debe 
mantenerse la autorización provisional, que entiende corresponde otorgar 
al titular de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local, y la 
ratificación de la misma, que, por las razones que expone el informe, debe 
corresponder ahora al Consejo de Ministros.

De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional primera de la Ley 
36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2015, el presente Convenio ha sido remitido a la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos para su preceptivo informe en relación con el cumplimiento 
del objetivo de estabilidad presupuestaria, de deuda pública o de la regla de 
gastos de las Comunidades Autónomas, habiendo sido informado en fecha 15 de 
abril de 2015.

Mediante Acuerdo de Consejo de Ministros de fecha 12/06/2015 ha sido 
ratificada la autorización provisional para la subscripción de este Convenio de 
Colaboración.

En consecuencia, ambas Administraciones Públicas acuerdan suscribir el 
presente Convenio de Colaboración de conformidad con las siguientes:

Cláusulas

Primera. Objeto del Convenio de colaboración

El presente Convenio tiene por objeto la colaboración entre la Administración 
General del Estado, Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, y la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en materia de contratación pública, 
en los términos establecidos en el presente Convenio, de cara a la realización de 
las siguientes actividades:

I. Utilización de la Plataforma de Contratación del Sector Público para aportar 
información sobre los procesos de contratación en el ámbito de competencias 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia inicialmente mediante un 
intercambio de información entre portales o sistemas informáticos similares de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y de la Administración General del 
Estado, dejando para un momento posterior la integración o utilización de una 
única Plataforma de Contratación.

II. Coordinación de las competencias en materia de Registros de Licitadores 
y Empresas Clasificadas del Estado y el Registro de Licitadores y el Empresas 
Clasificadas de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, mediante la 
utilización compartida de un único Registro Oficial de Licitadores y Empresas 
Clasificadas. 
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I. Plataforma de Contratación del Sector Público

A) Ámbito objetivo de aplicación

El presente Convenio, en el ámbito de coordinación de la Plataforma de 
Contratación del Sector Público, tiene por objeto unificar la publicación de las 
convocatorias de licitaciones de todas las entidades pertenecientes al Sector 
Público, y sus resultados en un mismo sistema de información que ofrezca a 
través de Internet toda la información de forma accesible a las empresas y 
ciudadanos.

Se pretende con ello facilitar el cumplimiento de la disposición adicional 
tercera de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de unidad de mercado, 
en la que se establece que:

“La Plataforma de Contratación del Estado regulada en el artículo 334 
del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, pasará a denominarse 
Plataforma de Contratación del Sector Público.

En la Plataforma se publicará, en todo caso, bien directamente por los 
órganos de contratación o por interconexión con dispositivos electrónicos de 
agregación de la información de las diferentes administraciones y entidades 
públicas, la convocatoria de licitaciones y sus resultados de todas las entidades 
comprendidas en el apartado 1 del artículo 3 del texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público. “

B) Actuaciones

Ambas administraciones públicas ejecutarán los compromisos establecidos 
en la cláusula sexta y realizarán los desarrollos informáticos que les correspondan 
en los plazos más breves posibles.

C) Procedimiento

Para llevar a cabo dicha propuesta se han previsto dos fases. La Dirección 
General del Patrimonio del Estado y la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia realizarán los desarrollos normativos, organizativos y técnicos necesarios 
para hacer posible el cumplimiento de los objetivos de cada una de ellas.

1.ª Fase: Agregación de información sobre convocatorias de licitaciones y sus 
resultados mediante mecanismos de interconexión

La Comunidad Autónoma mantendrá los perfiles del contratante de los 
órganos de contratación dependientes de la misma alojados en su propia 
plataforma, y notificará a la Plataforma de Contratación del Sector Público sobre 
todas las publicaciones relativas a convocatorias de licitaciones y sus resultados 
mediante mecanismos de interconexión para la agregación de información.

El conjunto de datos a compartir, especificaciones técnicas de los formatos, 
protocolos y mecanismos de intercambio de información serán acordados entre la 
Dirección General del Patrimonio del Estado y la Comunidad Autónoma que haga 
uso de este mecanismo de agregación de información.

La Plataforma de Contratación del Sector Público facilitará a los ciudadanos y 
empresas la búsqueda global de toda la información publicada, y el acceso a las 
publicaciones en las plataformas interconectadas.

2.ª Fase: Adhesión a la Plataforma de Contratación del Sector Público de 
todos los perfiles del contratante correspondientes a órganos de contratación de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.
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En función de los resultados obtenidos durante la primera fase, los perfiles 
del contratante de todos los órganos de contratación de la Comunidad Autónoma 
se integrarán en la Plataforma de Contratación del Sector Público.

D) Compromiso de las partes

Ambas Administraciones acuerdan que el servicio se ofrecerá conforme a las 
siguientes condiciones: 

Ambas Administraciones Públicas aceptan la utilización de las especificaciones 
funcionales y técnicas que se acordarán entre la Dirección General del Patrimonio 
del Estado y las Administraciones Públicas conectadas con la Plataforma de 
Contratación del Sector Público para la agregación de información.

La Dirección General del Patrimonio del Estado:

a) Desarrollará un conjunto de especificaciones funcionales y técnicas del 
sistema de interconexión para la agregación de información en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público.

b) Ofrecerá soporte técnico a la integración de los sistemas informáticos de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia con la Plataforma de Contratación 
del Sector Público, conforme a las especificaciones desarrolladas.

c) Asegurará la integridad de la información comunicada desde la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, una vez puesto el servicio en funcionamiento.

d) Asegurará la disponibilidad del servicio en modo 24x7. Podrán programarse 
paradas del servicio fuera del horario habitual de trabajo con un aviso previo a los 
usuarios de al menos 48 horas, salvo causa justificada.

e) Desarrollará las especificaciones técnicas y funcionales que sean necesarias 
para asegurar que en la fase de adhesión a la Plataforma de Contratación del 
Sector Público de todos los perfiles del contratante correspondientes a órganos de 
contratación de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, se dé siempre y 
en todo momento adecuado cumplimiento a la normativa Nacional y Europea en 
materia de transparencia y publicidad de la información contractual

La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia:

a) Tomará las medidas organizativas, desarrollará la normativa, y acometerá 
los desarrollos informáticos necesarios, para asegurar la comunicación a la 
Plataforma de Contratación del Sector Público de todas las publicaciones de 
convocatorias de licitaciones y sus resultados que se realicen en el perfil del 
contratante de sus órganos de contratación o en sus plataformas.

b) Será responsable de la veracidad y completitud de la información enviada 
o puesta a disposición de la Plataforma de Contratación del Sector Público relativa 
a las publicaciones realizadas en su perfil del contratante o plataforma.

c) Asegurará la disponibilidad y accesibilidad de la información publicada en 
el perfil del contratante de sus órganos de contratación a través de los enlaces 
proporcionados a la Plataforma de Contratación del Sector Público.

d) Autoriza a que la Plataforma de Contratación del Sector Público pueda 
ofrecer servicios públicos a ciudadanos y empresas basados en la explotación de 
esta información: servicios de suscripciones y alertas, informes sobre actividad 
contractual de las administraciones, etc.

E) Comité Técnico

Al objeto de impulsar y coordinar la ejecución de las actuaciones necesarias 
para la ejecución de las medidas contempladas en este Convenio así como para el 
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seguimiento del mismo, en este apartado, se creará un Comité Técnico formado 
por dos miembros, uno perteneciente a cada Administración Pública.

El representante de la Administración General del Estado será la Subdirectora 
General de Coordinación de la Contratación Electrónica de la Dirección General 
del Patrimonio del Estado del M.º de Hacienda y Administraciones Públicas.

El representante de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia será la 
Directora General de Patrimonio e Informática.

A requerimiento de dichos representantes, podrán incorporarse a las sesiones 
del Comité uno o más expertos, con carácter no permanente, en función de las 
materias a ser tratadas en cada sesión

El Comité Técnico se reunirá cuantas veces sea necesario y a petición de 
cualquiera de las partes, reuniéndose al menos una vez al año para evaluar los 
resultados derivados de la ejecución del Convenio, y en su caso proponer la 
adopción de medidas que contribuyan a su cumplimiento.

F) Costes de este apartado del Convenio de Colaboración

Los servicios de la Plataforma de Contratación del Sector Público se ofrecerán 
por la Administración General del Estado a la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia de forma totalmente gratuita.

La Administración General del Estado por medio de la Dirección General del 
Patrimonio del Estado asumirá con sus recursos técnicos y humanos y, en su 
caso, con cargo a sus consignaciones presupuestarias y previa la tramitación de 
los oportunos expedientes de gasto, el coste de:

a) Los desarrollos informáticos para las adaptaciones de la Plataforma de 
Contratación del Sector Público que resulten necesarias para facilitar la posibilidad 
de publicar la información por parte de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia.

b) El desarrollo de especificaciones funcionales y técnicas de los sistemas de 
interconexión entre sistemas, cuando fuera necesario.

c) El servicio de soporte de usuarios institucionales relativo al uso de la 
Plataforma, o el soporte técnico relativo a la interconexión de los sistemas.

d) El mantenimiento de la infraestructura informática y los servicios 
necesarios para el correcto funcionamiento de la Plataforma de Contratación del 
Sector Público.

No obstante la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia se 
comprometerá a llevar a cabo:

a) Los desarrollos informáticos que fueran necesarios acometer en sus 
propios sistemas de información para la interconexión con la Plataforma de 
Contratación del Sector Público, si fuera necesario.

b) Servicios de comunicaciones necesarios para conectar con la Plataforma 
de Contratación del Sector Público a través de Internet o de la red SARA.

II. Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas (ROLECE)

A) Ámbito objetivo de aplicación

El TRLCSP establece en sus artículos 326 a 332 el contenido y regulación 
básica del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado 
(ROLECE), habilitando igualmente a las Comunidades Autónomas para crear 
sus propios Registros Oficiales de Licitadores, y disponiendo que facilitarán 
a las otras Administraciones la información que precisen sobre el contenido 
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de los respectivos Registros. Adicionalmente, en su artículo 83 atribuye a las 
inscripciones del ROLECE plenos efectos de acreditación frente a todos los 
órganos de contratación del Sector Público, y a las de los Registros creados por 
las Comunidades Autónomas iguales efectos en sus respectivos ámbitos propios 
de contratación y en los de las entidades locales de su ámbito territorial.

En el ámbito de los Registros de Licitadores el presente Convenio tiene por 
objeto coordinar y consolidar en un único Registro toda la información actual 
y futura relativa a empresarios y demás operadores económicos, tanto la 
inscrita o susceptible de inscripción en el ROLECE como la inscrita o susceptible 
de inscripción en el Registro de Licitadores y de Empresas Clasificadas de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, manteniendo invariables las 
competencias de las respectivas Administraciones respecto de la tramitación 
y resolución de los expedientes de inscripción registral, otorgando los mismos 
efectos y eficacia plenos frente a todos los órganos de contratación del Sector 
Público a los asientos practicados en el Registro por ambas Administraciones.

El nuevo Registro, de carácter electrónico y acceso telemático, facilitará 
tanto a los órganos de ambas Administraciones como a los interesados el acceso 
al mismo de modo remoto y descentralizado, a través de Internet. Todas las 
operaciones necesarias para la tramitación de las inscripciones en el Registro se 
practicarán sobre una única base de datos centralizada, tanto si la solicitud de 
inscripción se insta ante los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia o ante los de la Administración General del Estado.

Los formularios, modelos e interfaces de la aplicación informática se 
adaptarán en todo lo que resulte necesario a la simbología, denominaciones y 
demás circunstancias específicas de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia para todos los trámites y actuaciones que hayan de ser efectuados por sus 
órganos competentes, así como en los trámites y actuaciones de los empresarios 
que soliciten ante éstos su inscripción en el Registro.

B) Gestión del procedimiento

Para alcanzar los objetivos enunciados ambas Administraciones se 
comprometen a promover e impulsar los cambios normativos, organizativos y 
de procedimientos necesarios en sus respectivos ámbitos de competencias, a 
adoptar los acuerdos necesarios, y a realizar, implantar y poner en servicio los 
nuevos aplicativos y sistemas informáticos que resulten necesarios, así como a 
modificar los actualmente existentes, todo ello de la forma más diligente posible.

La tramitación de los expedientes de inscripción en el Registro y la adopción 
de los correspondientes acuerdos serán competencia de la Administración a la 
que se dirija el solicitante, cuando el empresario tenga su domicilio en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y de los órganos del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en los demás casos.

La llevanza del Registro, así como la gestión de los aspectos técnicos 
necesarios para su buen funcionamiento, corresponderán al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas.

C) Actuaciones a acometer

La ejecución de esta medida exige varios tipos de actuaciones:

- Medidas normativas, consistentes en la modificación del TRLCSP en 
su artículo 83 y en sus artículos 326 a 332 y disposiciones concordantes y de 
desarrollo, así como la modificación de las normas que regulan el Registro de 
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Licitadores y el de Empresas Clasificadas de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia. 

- Revisión, comparación y conciliación de los modelos de información y de 
gestión del ROLECE y del Registro de Licitadores y el de Empresas Clasificadas de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

- Conciliación y consolidación en un único Sistema de Registro de los 
asientos obrantes en el ROLECE y en el Registro de Licitadores y el de Empresas 
Clasificadas de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

- Definición de las características formales específicas y demás 
requerimientos institucionales que deberán cumplir las interfaces, modelos y 
formularios del nuevo Registro. 

- La aportación de documentación a los expedientes por los interesados se 
efectuará de conformidad con la normativa específica que, en su caso, resulte de 
aplicación en función del órgano competente para la tramitación del expediente, 
instrumentándose los mecanismos necesarios para el acceso compartido a la 
documentación acreditativa disponible por todos los órganos que la necesiten.

- Diseño, desarrollo e implantación de los sistemas y aplicaciones 
informáticas necesarios para la puesta en servicio del nuevo Registro, tomando 
como punto de partida y reutilizando en la medida de lo posible los activos 
informáticos del ROLECE.

- Formación de los usuarios

D) Comité Técnico

Al objeto de impulsar y coordinar la ejecución de las actuaciones necesarias 
para la ejecución de las medidas contempladas en este Convenio así como para el 
seguimiento del mismo, en este apartado, se creará un Comité Técnico formado 
por dos miembros, uno perteneciente a cada Administración Pública.

El representante de la Administración General del Estado será el Subdirector 
General de Clasificación de Contratistas y Registro de Contratos de la Dirección 
General del Patrimonio del Estado del Mº de Hacienda y Administraciones 
Públicas.

El representante de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia será la 
Secretaria General de la Consejería de Hacienda y Administración Pública.

A requerimiento de dichos representantes, podrán incorporarse a las sesiones 
del Comité uno o más expertos, con carácter no permanente, en función de las 
materias a ser tratadas en cada sesión

El Comité Técnico se reunirá cuantas veces sea necesario y a petición de 
cualquiera de las partes, reuniéndose al menos una vez al año para evaluar los 
resultados derivados de la ejecución del Convenio, y en su caso proponer la 
adopción de medidas que contribuyan a su cumplimiento.

E) Costes de este apartado del Convenio de Colaboración

Los costes derivados de las actuaciones contempladas en este apartado del 
Convenio relativas a las modificaciones y mantenimientos de las plataformas 
informáticas de apoyo a ROLECE, serán asumidos por la Administración General 
del Estado, por medio de la Dirección General del Patrimonio del Estado, con 
aplicación de sus recursos técnicos y humanos y, en su caso, con cargo a sus 
consignaciones presupuestarias, previa tramitación de los correspondientes 
expedientes de gasto.
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Segunda. Publicación.

Una vez suscrito, el presente Convenio de Colaboración será publicado en 
el Boletín Oficial del Estado, en el de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia y/o en la Plataforma de Contratación del Sector Público, sin perjuicio de 
que se pueda hacer en otros medios.

Igualmente, deberán ser objeto de publicación las modificaciones del mismo 
y su extinción. Mediante resolución de la Dirección General del Patrimonio del 
Estado se publicará en el Boletín Oficial del Estado, en su caso, la extensión de la 
vigencia del Convenio a que se refiere el apartado 4 de la cláusula siguiente.

Tercera. Entrada en vigor, modificación, vigencia y extinción.

1. El presente Convenio producirá efectos desde el momento de su firma y 
tendrá una duración de 5 años.

2.  Con el fin de facilitar el cumplimiento de los fines del presente Convenio, 
este podrá ser modificado en cualquier momento a lo largo de su vigencia, por 
mutuo acuerdo entre las partes firmantes del mismo.

3. El Convenio no podrá ser denunciado hasta que haya transcurrido un 
año de su vigencia. Trascurrido éste podrá denunciarse en su totalidad o solo en 
algunos de sus apartados, causando efecto la denuncia del Convenio a partir del 
transcurso de tres meses a contar desde su denuncia.

La denuncia del Convenio no eximirá a las partes del cumplimiento de los 
compromisos adquiridos hasta la fecha de efectos de la denuncia.

4. Antes de la finalización del plazo de vigencia del Convenio, podrá 
prorrogarse mediante acuerdo expreso de las partes por un nuevo plazo igual al 
previsto en el apartado primero de esta cláusula.

5. Asimismo el presente Convenio quedará sin efecto por alguna de las 
siguientes causas:

a) Por el mutuo acuerdo entre las partes.

b) Imposibilidad acreditada o sobrevenida de cumplimiento de los 
compromisos adquiridos por motivos ajenos a la voluntad de las partes.

Cuarta. Comisión Mixta.

1. Para el control del cumplimiento y gestión de lo dispuesto en las cláusulas 
de este Convenio de Colaboración se constituirá, sin perjuicio de los comités 
técnicos previstos en la cláusula primera y de las comisiones de gestión a que 
se refiere la cláusula quinta, una Comisión Mixta, que actuará como comisión de 
seguimiento del convenio, con las siguientes funciones:

1.º) Verificar las conexiones y funcionamiento de la Plataforma de 
Contratación del Sector Público en relación con la Plataforma de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

2.º) Verificar la coordinación entre el Registro de Licitadores de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia con el ROLECE de la Administración General del 
Estado

3.º) Resolución de las controversias que pudieran plantearse sobre la 
interpretación y ejecución del presente Convenio

4.º) Analizar, estudiar y proponer cualquier medida que sea de utilidad para 
el buen funcionamiento del Convenio.
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2. La Comisión estará integrada por cuatro vocales dos de ellos en 
representación del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, que 
serán designados por la Dirección General de Patrimonio del Estado y otros 
dos designados por la Consejería de Hacienda y Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, correspondiendo la Presidencia 
de la Comisión alternativamente, cada año, a la representación de una u otra 
Administración Pública.

3. La Comisión se reunirá como mínimo una vez al año, o antes si lo 
solicita alguno de sus miembros y a la misma podrán asistir cuantos asesores y 
colaboradores se estime necesario.

4. Serán de aplicación a la actuación de la Comisión las normas de 
constitución y actuación de los órganos colegiados establecidas en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Quinta. Comisiones de gestión.

Una vez desarrollados los diferentes apartados contenidos en este Convenio 
y aprobadas en su caso, las modificaciones normativas necesarias, la gestión de 
la Plataforma de Contratación del Sector Público y el ROLECE se efectuará por dos 
órganos colegiados en los cuales estarán representadas tanto la Administración 
General del Estado como la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en la 
forma que reglamentariamente se establezca.

Sexta. Compromisos.

Las partes firmantes del presente Convenio se comprometen a tramitar los 
procedimientos legalmente previstos y adoptar los acuerdos necesarios de la 
forma más diligente posible, con el objeto de llevar cabo cuantas actuaciones 
se recogen en el presente Convenio, así como a desarrollar plenamente las 
disposiciones normativas previstas y demás actuaciones contempladas en este 
Convenio.

Séptima. Naturaleza e interpretación.

El presente Convenio de Colaboración se celebra al amparo de lo dispuesto 
en los artículos 6 y 8 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 8.3 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, el presente Convenio tiene naturaleza administrativa, 
sujetándose en cuanto a su regulación al ordenamiento jurídico-administrativo. 
Las cuestiones litigiosas que puedan surgir de su interpretación y cumplimiento 
serán de conocimiento y competencia del Orden Jurisdiccional de lo Contencioso-
Administrativo.

El órgano mixto de vigilancia y control que se crea en la cláusula cuarta 
resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que se planteen en la 
ejecución del presente Convenio.

El presente Convenio de Colaboración no está sujeto a las disposiciones del 
texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el RDL 
3/2011, de 14 de noviembre, a tenor de lo establecido en el artículo 4.1 c) del 
mismo. Sin embargo, las dudas y lagunas que en su caso pudiesen presentarse 
derivadas de su ejecución o interpretación se resolverán, por el órgano 
competente, aplicando los principios contenidos en la citada norma.
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De conformidad con todo lo expuesto y convenido, en el ejercicio del que son 
titulares los firmantes suscriben el presente Convenio por duplicado ejemplar. 

Por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, la Subsecretaria 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, Pilar Platero Sanz.—Por 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, el Presidente de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, Pedro Antonio Sánchez López.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Sanidad
Servicio Murciano de Salud

10067	 Prórroga para el curso 2015/2016 al convenio de colaboración 
suscrito entre el Servicio Murciano de Salud y el Centro de 
Estudios Radiológicos y de Imagen Diagnóstica.

En Murcia, a 22 de julio de 2015

Reunidos

De una parte, D. Manuel Ángel Moreno Valero, Director Gerente del Servicio 
Murciano de Salud, en representación que ostenta en virtud de las competencias 
que le atribuye el Art. 8 del Decreto 148/2002, de 27 de diciembre, por el que se 
establece la estructura y funciones de los órganos de participación, administración 
y gestión del Servicio Murciano de Salud.

De otra, D. Jesús Madrid García, Director del Centro de Estudios Radiológicos 
y de Imagen Diagnostica de Murcia, actuando en representación del mismo y 
facultado para suscribir este convenio.

Reconociéndose ambas partes la debida legitimación y competencia para el 
otorgamiento del presente Convenio.

Manifiestan

I

Que con fecha 17 de septiembre de 2004, ambas partes firmaron un convenio 
con el objeto de facilitar la realización de prácticas en los distintos centros 
dependientes del Servicio Murciano de Salud, de los alumnos de Formación 
Profesional Reglada del Ciclo Superior de Imagen para el Diagnóstico del Centro 
de Estudios Radiológicos y de Imagen Diagnostica de Murcia, que de acuerdo con 
su plan de estudios, tienen que realizar un módulo de prácticas en centros de 
trabajo.

II

Que la cláusula undécima del citado convenio se estable la posibilidad 
prorrogar el convenio por periodos anuales, mediante acuerdo expreso de las 
partes, antes del vencimiento de periodo de vigencia del mismo, habiéndose 
prorrogado éste para el curso 2014/2015

III

Que las partes consideran necesaria la continuación de las actividades de 
formación objeto del convenio y para ello muestran su conformidad en suscribir la 
prórroga del mismo para el curso 2015/2016 

NPE: A-051015-10067



Página 34525Número 230	 Lunes, 5 de octubre de 2015

www.borm.es 
D.L. MU-395/1985 - ISSN: 1989-1474

Con estos antecedentes, las partes firmantes

Acuerdan

Prorrogar para el curso 2015/2016 el Convenio de colaboración suscrito el 
17 de septiembre de 2004, entre el Servicio Murciano de Salud y el Centro de 
Estudios Radiológicos y de Imagen Diagnóstica, para la realización de prácticas en 
los distintos centros dependientes del Servicio Murciano de Salud, de los alumnos 
de Formación Profesional Reglada del Ciclo Superior de Imagen Diagnóstica del 
Centro de Estudios Radiológicos y de Imagen Diagnóstica de Murcia, que de 
acuerdo con su plan de estudios, tienen que realizar un módulo de prácticas en 
centros de trabajo.

Y en prueba de conformidad, se firma la presente prórroga en el lugar y 
fecha arriba indicados en triplicar ejemplar.

Por parte del Servicio Murciano de Salud, el Director Gerente, Manuel Ángel 
Moreno Valero.—Por parte del Centro de Estudios Radiológicos y de Imagen 
Diagnostica, el Director, Jesús Madrid García.
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I. Comunidad Autónoma

4. Anuncios

Consejería de Hacienda y Administración Pública

10068	 Anuncio de formalización del contrato de suministro de 
determinados recambios genéricos para los vehículos oficiales 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (5 lotes). 
Expte. 35/2015.

1.- Entidad adjudicadora.-

a) Organismo: Consejería de Hacienda y Administración Pública 

b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría General.

c) Número de expediente: 35/2015

2.- Objeto del contrato.-

a) Tipo de contrato: Suministro 

b) Descripción del objeto: Suministro de determinados recambios genéricos 
para los vehículos oficiales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
(5 lotes).

3.- Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.

a) Tramitación: Ordinario. 

b) Procedimiento: Abierto.

c) Criterios de adjudicación: varios

4.- Presupuesto base de licitación: 
MATERIAL TOTAL IMPORTE (€) IVA 21% (€) TOTAL (€)

LOTE I: BATERÍAS 29.701,34 6.237,28 35.938,62

LOTE II: FILTROS 11.314,90 2.376,13 13.691,03

LOTE III: FRENOS 8.503,12 1.785,66 10.288,78

LOTE IV: CORREAS 4.573,96 960,53 5.534,49

LOTE V: EMBRAGUES 6.693,30 1.405,59 8.098,89

TOTAL LICITACIÓN 60.786,62 12.765,19 73.551,81

5.- Formalización del contrato:

a) Fecha de adjudicación: 28 de julio de 2015

b) Fecha formalización del contrato:14 de septiembre de 2015.

c) Contratista e Importe del contrato
LOTE ADJUDICATARIO IMPORTE IVA 21% IMPORTE

LOTE I: AUTO RECAMBIOS PACO, S. L. 22.710,91 4.769,29 27.480,20

LOTE II: ESPECIALIDADES ELÉCTRICAS LAUSAN, S. A. U. 10.686,97 2.244,26 12.931,23

LOTE III ESPECIALIDADES ELÉCTRICAS LAUSAN, S. A. U. 7.431,33 1.560,58 8.991,91

LOTE IV: ESPECIALIDADES ELÉCTRICAS LAUSAN, S. A. U. 4.397,36 923,45 5.320,81

LOTE V AUTO RECAMBIOS PEÑALVER, S. L. 5.294,46 1.111,84 6.406,30

TOTAL 50.521,03 10.609,42 61.130,45

Murcia, 24 de septiembre de 2015.—La Secretaria General, M.ª Pedro 
Reverte García.
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III. Administración de Justicia

Instrucción número Siete de Murcia

10069	 Juicio de faltas 408/2014.

JF Juicio de Faltas 408/2014

N.I.G: 30030 43 2 2014 0333444 

Delito/Falta: Estafa (Todos los supuestos)

Denunciante/Querellante: Jose Muñoz Alarcon

Contra: Alison Jean May 

Doña María Pilar Jiménez Jorquera, Secretaria del Juzgado de Instrucción 
número Siete de Murcia.

Doy fe y testimonio: Que en el juicio de faltas 408/2014 se ha dictado la 
presente sentencia, que en su encabezamiento y parte dispositiva dice:

Sentencia 217

En Murcia, a 12 de mayo de 2015.

Don José Fernández Ayuso, Magistrado Juez del Juzgado de Instrucción número 
Siete de Murcia, ha visto el Juicio de Faltas n.° 408/14 seguido por estafa, actuando 
como denunciante, José Muñoz Alarcón, quien interviene en representación del 
establecimiento Hotel Hesperia, sito en C/ Madre de Dios, n.º 4, Murcia; y como 
denunciada, Alison Jean May; con la intervención del Ministerio Fiscal.

Antecedentes de hecho

Primero.- En fecha 25 de junio de 2014 se incoaron Diligencias Penales de 
Juicio de Faltas n° 408/14. Previo los trámites procesales se señaló la vista de 
juicio para el 12 de mayo de 2015.

Segundo.- Al acto del juicio asistieron el Ministerio Fiscal y denunciante, no 
haciéndolo la denunciada.

Tercero.- El Ministerio Fiscal calificó los hechos como constitutivos de 
una falta de estafa del art. 623.4 CP, considerando autora de la misma a la 
denunciada, para quien solicitó la pena de 4 días de localización permanente, así 
como que por vía de responsabilidad civil indemnice a la mercantil denunciante 
en la suma de 253,62 €.

Cuarto.- En la tramitación de este Procedimiento se han observado los 
preceptos y prescripciones legales.

Hechos probados

Único.- Siendo probado y así se declara que la ahora denunciada Alison Jean 
May estuvo alojada en el Hotel Hesperia, sito en C/ Madre de Dios, n.° 4, Murcia, 
entre los días 14 y 19 de mayo de 2014, de modo tal que, actuando con ánimo 
de lucro, se marchó del mismo sin abonar el importe del citado alojamiento que 
ascendía a 253,62 €.

Fundamentos jurídicos

Primero.- Los hechos que se declaran probados son constitutivos de una 
falta de estafa, prevista y penada en el art. 623.4 del Código Penal, lo que queda 
acreditado por la ratificación que de la inicial denuncia ha hecho el denunciante, 
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así como en base a la injustificada incomparecencia al acto de juicio de la 
denunciada, impidiendo con ello a la acusación poder contar como prueba de 
cargo la derivada de su propia declaración, lo cual no puede sino ser valorado en 
su contra.

Segundo.- De la citada falta es responsable en concepto de autor la 
denunciada, por su participación voluntaria en los hechos, de conformidad con los 
artículos 27 y 28 CP.

Tercero.- En la valoración de la pena a aplicar, regirá lo previsto en el 
artículo 638 CP.

Cuarto.- Conforme a lo previsto en el artículo 109 del Código Penal la 
ejecución de un hecho descrito por la ley como delito o falta obliga a reparar, 
en los términos previstos en las leyes, los daños y perjuicios por él causados, 
reparación que comprende según el art. 110 la restitución, la reparación del daño 
causado y la indemnización de perjuicios materiales y morales.

Quinto.- Conforme al artículo 123 del Código Penal y 240 LECrim las costas 
se impondrán a los criminalmente responsables de todo delito o falta.

Visto los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación.

Fallo

Que debo condenar y condeno a Alison Jean May como autora de una falta de 
estafa, prevista y penada en el art. 623.4 CP a la pena de 4 días de localización 
permanente y costas.

Por vía de responsabilidad civil indemnizará a la mercantil denunciante en la 
suma de 253,62 €.

Notifíquese al Ministerio Fiscal y las partes la presente resolución, haciéndose 
saber que contra la misma cabe recurso de apelación dentro de los cinco días 
siguientes a su notificación.

Así por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

Publicación.- Leída y publicada fue la anterior sentencia en el día de su 
fecha hallándose S. S.ª constituido en audiencia pública. Doy Fe.

Y para que conste y sirva de Notificación de Sentencia a Alison Jean May, 
actualmente en paradero desconocido, y para su exposición en el Tablón de Anuncios 
de este juzgado, expido la presente en Murcia, a 11 de septiembre de 2015.

La Secretaria Judicial.
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III. Administración de Justicia

Servicio Común de Ordenación del Procedimiento Social de Murcia
De lo Social número Tres de Murcia

10070	 Despido/ceses en general 439/2015.

N.I.G: 30030 44 4 2015 0003604

N28150

DSP Despido/ceses en general 439/2015 

Procedimiento origen: 439 /15

Sobre: Despido 

Demandante: Francisco Navarro Quesada.

Graduado Social: José Antonio Hernández Gomariz.

Demandado/s: Fogasa, Proquimol, S.C. 

Abogado/a: Abogacía del Estado Fogasa, Murcia, 

Doña Ana Iborra Lacal, Secretaria Judicial del Juzgado de lo Social número 
Tres de Murcia.

Hago saber: Que en el procedimiento despido/ceses en general 439/2015 de 
este Juzgado de lo Social, seguidos a instancia de D. Francisco Navarro Quesada 
contra la empresa Proquimol, S.C., y Fogasa, sobre despido, se ha dictado la 
siguiente resolución, cuya parte dispositiva se adjunta:

Parte dispositiva

Acuerdo:

- Admitir a trámite la demanda presentada y en consecuencia:

- Citar a las partes para que comparezcan el día 23/11/2015 a las 09:15 horas 
en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 1, para la celebración del acto de conciliación 
ante el/la Secretario/a judicial y, una vez intentada, y en caso de no alcanzarse la 
avenencia, el día 23/11/2015 a las 9:30 horas en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - 
Sala 6, para la celebración del acto de juicio ante el/la magistrado/a.

- Se advierte a la parte demandante, que en caso de no comparecer al 
señalamiento sin alegar justa causa que motive la suspensión de los actos de 
conciliación y juicio, se le tendrá por desistida de su demanda; advirtiendo 
igualmente a la parte demandada que su incomparecencia a los referidos actos no 
impedirá su celebración, continuando éstos sin necesidad de declarar su rebeldía.

- Respecto a los otrosíes solicitados:

Al otrosí del interrogatorio del legal representante de la demandada, ha lugar 
a lo solicitado conforme al art. 90.3 LJS, sin perjuicio de que el momento procesal oportuno 
para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art. 87 LJS). A tal efecto, hágase 
saber a la parte demandada que deberá comparecer personalmente o través de 
persona con poder suficiente, y en caso de personas jurídicas, a través de quien 
legalmente las represente y tenga facultades para responder a tal interrogatorio, 
advirtiéndole que en caso de no comparecer podrá imponérsele la multa prevista 
en el art. 292.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y que si no comparece sin 
justa causa a la primera citación, rehusase declarar o persistiese en no responder 
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afirmativa o negativamente, a pesar del apercibimiento que se le haya hecho, 
podrán considerarse reconocidos como ciertos, en la sentencia los hechos a que 
se refieran las preguntas, siempre que el interrogado hubiese intervenido en ellos 
personalmente y su fijación como ciertos le resultare perjudicial en todo o en 
parte. En caso de que el interrogatorio no se refiera a hechos personales, se 
admitirá su respuesta por un tercero que conozca los hechos, si la parte así lo 
solicita y acepta la responsabilidad de la declaración.

Si el representante en juicio no hubiera intervenido en los hechos deberá 
aportar a juicio a la persona conocedora directa de los mismos. Con tal fin la 
parte interesada podrá proponer la persona que deba someterse al interrogatorio 
justificando debidamente la necesidad de dicho interrogatorio personal.

La declaración de las personas que hayan actuado en los hechos litigiosos 
en nombre del empresario, cuando sea persona jurídica privada, bajo la 
responsabilidad de éste, como administradores, gerentes o directivos, solamente 
podrá acordarse dentro del interrogatorio de la parte por cuya cuenta hubieran 
actuado y en calidad de conocedores personales de los hechos, en sustitución 
o como complemento del interrogatorio del representante legal, salvo que, en 
función de la naturaleza de su intervención en los hechos y posición dentro de la 
estructura empresarial, por no prestar ya servicios en la empresa o para evitar 
indefensión, el juez o tribunal acuerde su declaración como testigos.

Al otrosí, se tiene por anunciado el propósito de comparecer asistido/a 
representado/a de Abogado/a o Graduado Social a los efectos del art. 21.2 de la LJS., 
y por designado domicilio a efectos de comunicaciones, art. 53 de la LJS. 

Al otrosí del requerimiento de los documentos, ha lugar a lo solicitado 
conforme al art. 90.2 de la LJS, sin perjuicio de que el momento procesal 
oportuno para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art 87 LJS). 
Requiérase a la demandada en el plazo de cinco días para que aporten los 
documentos solicitados en el primer otrosí dice documental de la demanda, con la 
advertencia de que, de no hacerlo, podrán tenerse por probadas las alegaciones 
hechas por la contraria en relación con la prueba acordada (art. 94 LJS).

Recábese información de situación de empresa a través de la TGSS y 
la existencia de posibles administradores a través del Registro Mercantil. Ad 
cautelam procédase a la citación del demandado mediante edictos.

En su caso, sin que esto signifique la admisión de la prueba propuesta por el 
actor, ya que éste deberá proponerla y en su caso, el/la juez admitirla en el acto 
de juicio, art. 87 de la LJS.

Notifíquese a las partes con entrega de copia de la presente resolución 
y de la demanda, sirviendo la misma de cédula de citación en forma para los 
referidos actos de conciliación y juicio, así como, en su caso, para la prueba de 
interrogatorio de parte y el requerimiento acordado para aportar documentos.

Y para que sirva de notificación y citación en legal forma a Proquimol, S.C., 
en ignorado paradero, expido la presente para su inserción en el Boletín Oficial de 
la Provincia de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, a 23 de septiembre de 2015.—La Secretaria Judicial.
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III. Administración de Justicia

Servicio Común de Ordenación del Procedimiento Social de Murcia
De lo Social número Cuatro de Murcia

10071	 Despido/ceses en general 548/2015.

NIG: 30030 44 4 2015 0004526

N28150

Despido/ceses en general 548/2015 

Procedimiento origen: 548/15

Sobre despido 

Demandante: Elpidia Laneri Godoy

Demandados: Fondo de Garantía Salarial, Enrique Francisco Parra Marín 

Abogado: Fogasa 

Doña Ana Iborra Lacal, Secretaria Judicial del Juzgado de lo Social número 
Cuatro de Murcia, 

Hago Saber: Que en el procedimiento despido/ceses en general 548/2015 de 
este Juzgado de lo Social, seguidos a instancia de Elpidia Laneri Godoy contra la 
empresa Enrique Francisco Parra Marín y Fogasa, sobre despido, se ha dictado la 
siguiente resolución, cuya parte dispositiva se adjunta:

Parte dispositiva

Acuerdo:

- Admitir a trámite la demanda presentada y en consecuencia:

- Citar a las partes para que comparezcan el día 17/11/2015 a las 09:35 
horas en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 001, para la celebración del acto de 
conciliación ante el/la Secretario/a judicial y, una vez intentada, y en caso de no 
alcanzarse la avenencia, el día 17/11/2015 a las 09:50 horas en Av. Ronda Sur (Cd. 
Justicia) - Sala 007, para la celebración del acto de juicio ante el/la magistrado/a.

- Se advierte a la parte demandante, que en caso de no comparecer al 
señalamiento sin alegar justa causa que motive la suspensión de los actos de 
conciliación y juicio, se le tendrá por desistida de su demanda; advirtiendo 
igualmente a la parte demandada que su incomparecencia a los referidos actos no 
impedirá su celebración, continuando éstos sin necesidad de declarar su rebeldía.

- Respecto a los otrosíes solicitados:

Al otrosí del interrogatorio de parte del demandado, ha lugar a lo solicitado 
conforme al art. 90.3 LJS, sin perjuicio de que el momento procesal oportuno 
para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art. 87 LJS). A tal efecto, 
hágase saber a la parte demandada que deberá comparecer personalmente 
o través de persona con poder suficiente, y en caso de personas jurídicas, a 
través de quien legalmente las represente y tenga facultades para responder a 
tal interrogatorio, advirtiéndole que en caso de no comparecer podrá imponérsele 
la multa prevista en el art. 292.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y que si no 
comparece sin justa causa a la primera citación, rehusase declarar o persistiese 
en no responder afirmativa o negativamente, a pesar del apercibimiento que se 
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le haya hecho, podrán considerarse reconocidos como ciertos, en la sentencia 
los hechos a que se refieran las preguntas, siempre que el interrogado hubiese 
intervenido en ellos personalmente y su fijación como ciertos le resultare 
perjudicial en todo o en parte. En caso de que el interrogatorio no se refiera 
a hechos personales, se admitirá su respuesta por un tercero que conozca los 
hechos, si la parte así lo solicita y acepta la responsabilidad de la declaración.

Si el representante en juicio no hubiera intervenido en los hechos deberá 
aportar a juicio a la persona conocedora directa de los mismos. Con tal fin la 
parte interesada podrá proponer la persona que deba someterse al interrogatorio 
justificando debidamente la necesidad de dicho interrogatorio personal.

La declaración de las personas que hayan actuado en los hechos litigiosos 
en nombre del empresario, cuando sea persona jurídica privada, bajo la 
responsabilidad de éste, como administradores, gerentes o directivos, solamente 
podrá acordarse dentro del interrogatorio de la parte por cuya cuenta hubieran 
actuado y en calidad de conocedores personales de los hechos, en sustitución 
o como complemento del interrogatorio del representante legal, salvo que, en 
función de la naturaleza de su intervención en los hechos y posición dentro de la 
estructura empresarial, por no prestar ya servicios en la empresa o para evitar 
indefensión, el juez o tribunal acuerde su declaración como testigos.

Al otrosí, se tiene por anunciado el propósito de comparecer asistido/a 
representado/a de Abogado/a o Graduado Social a los efectos del art. 21.2 de 
la LJS. y por designado domicilio a efectos de comunicaciones, art. 53 de la LJS. 

Al otrosí del requerimiento de los documentos, ha lugar a lo solicitado 
conforme al art. 90.2 de la LJS, sin perjuicio de que el momento procesal 
oportuno para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art 87 LJS). 
Requiérase al demandado para que aporten los documentos solicitados en el 
segundo otrosí digo documental de la demanda, con la advertencia de que, de no 
hacerlo, podrán tenerse por probadas las alegaciones hechas por la contraria en 
relación con la prueba acordada (art. 94 LJS).

Ad cautelam procédase a la citación del demandado mediante edictos.

En su caso, sin que esto signifique la admisión de la prueba propuesta por el 
actor, ya que éste deberá proponerla y en su caso, el/la juez admitirla en el acto 
de juicio, art. 87 de la LJS

Notifíquese a las partes con entrega de copia de la presente resolución 
y de la demanda, sirviendo la misma de cédula de citación en forma para los 
referidos actos de conciliación y juicio, así como, en su caso, para la prueba de 
interrogatorio de parte y el requerimiento acordado para aportar documentos.

Y para que sirva de notificación y citación en legal forma a Enrique Francisco 
Parra Marín, en ignorado paradero, expido la presente para su inserción en el 
Boletín Oficial de la Provincia de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, 23 de septiembre de 2015.—La Secretaria Judicial.
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III. Administración de Justicia

Servicio Común de Ordenación del Procedimiento Social de Murcia
De lo Social número Cuatro de Murcia

10072	 Despido objetivo individual 528/2015.

NIG: 30030 44 4 2015 0004360

N28150

Despido objetivo individual 528/2015 

Procedimiento origen: 528/15

Sobre despido 

Demandante: Manuel Reina Hernández

Abogado: Manuel Ignacio González Simón

Demandados: Fondo de Garantía Salarial, Jotega-Trans, S.L. 

Abogados: Serv. Jur. Deleg. Prov. Murcia Inss, Imserso, Ingesa e ISM, 

Doña Ana Iborra Lacal, Secretaria Judicial del Juzgado de lo Social número 
Cuatro de Murcia, 

Hago saber: Que en el procedimiento despido objetivo individual 528/2015 
de este Juzgado de lo Social, seguidos a instancia de Manuel Reina Hernández 
contra la empresa Jotega-Trans, S.L. y Fogasa, sobre despido, se ha dictado la 
siguiente resolución, cuya parte dispositiva se adjunta:

Parte dispositiva

Acuerdo:

- Admitir a trámite la demanda presentada y en consecuencia:

- Citar a las partes para que comparezcan el día 17/11/2015 a las 10:45 
horas en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 001, para la celebración del acto de 
conciliación ante el/la Secretario/a judicial y, una vez intentada, y en caso de no 
alcanzarse la avenencia, el día 17/11/2015 a las 11:00 horas en Av .Ronda Sur (Cd. 
Justicia) - Sala 007, para la celebración del acto de juicio ante el/la magistrado/a.

- Se advierte a la parte demandante, que en caso de no comparecer al 
señalamiento sin alegar justa causa que motive la suspensión de los actos de 
conciliación y juicio, se le tendrá por desistida de su demanda; advirtiendo 
igualmente a la parte demandada que su incomparecencia a los referidos actos no 
impedirá su celebración, continuando éstos sin necesidad de declarar su rebeldía.

- Respecto a los otrosíes solicitados:

Al otrosí del requerimiento de los documentos, ha lugar a lo solicitado conforme al 
art. 90.2 de la LJS, sin perjuicio de que el momento procesal oportuno para formular 
y admitir la prueba sea el acto de juicio (art 87 LJS). Requiérase a la demandada para 
que aporten los documentos solicitados en el segundo otrosí digo A) de la demanda, 
con la advertencia de que, de no hacerlo, podrán tenerse por probadas las alegaciones 
hechas por la contraria en relación con la prueba acordada (art. 94 LJS).

Recábese información de situación de empresa a través de la TGSS y 
la existencia de posibles administradores a través del Registro Mercantil. Ad 
cautelam procédase a la citación del demandado mediante edictos.
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En su caso, sin que esto signifique la admisión de la prueba propuesta por el 
actor, ya que éste deberá proponerla y en su caso, el/la juez admitirla en el acto 
de juicio, art. 87 de la LJS.

Notifíquese a las partes con entrega de copia de la presente resolución 
y de la demanda, sirviendo la misma de cédula de citación en forma para los 
referidos actos de conciliación y juicio, así como, en su caso, para la prueba de 
interrogatorio de parte y el requerimiento acordado para aportar documentos.

Y para que sirva de notificación y citación en legal forma a Jotega-Trans, S.L., 
en ignorado paradero, expido la presente para su inserción en el Boletín Oficial de 
la Provincia de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, 22 de septiembre de 2015.—La Secretaria Judicial.
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III. Administración de Justicia

Servicio Común de Ordenación del Procedimiento Social de Murcia
De lo Social número Cuatro de Murcia

10073	 Despido objetivo individual 499/2015.

NIG: 30030 44 4 2015 0004078

N28150

Despido objetivo individual 499/2015 

Procedimiento origen: 499/15

Sobre despido 

Demandante: Ana María Baño Alfonso

Demandados: Fondo de Garantía Salarial, Sweet Toys, S.L. 

Abogado: Fogasa, 

Doña Ana Iborra Lacal, Secretaria Judicial del Juzgado de lo Social número 
Cuatro de Murcia, 

Hago saber: Que en el procedimiento despido objetivo individual 499/2015 
de este Juzgado de lo Social, seguidos a instancia de Ana María Baño Alfonso 
contra la empresa Sweet Toys, S.L. y Fogasa, sobre despido, se ha dictado la 
siguiente resolución, cuya parte dispositiva se adjunta:

Parte dispositiva

Acuerdo:

- Admitir la demanda presentada.

- Citar a las partes para que comparezcan el día 02/11/2015 a las 10:25 
horas en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 001 al acto de conciliación ante el/la 
Secretario/a judicial y, en caso de no avenencia, a las 10:40 horas del mismo día, 
en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 006 al acto de juicio.

- Adviértase a las partes que en caso de no comparecer ni alegar justa 
causa que motive la suspensión de los actos de conciliación o juicio, el actor 
no comparecido será tenido por desistido de su demanda, no impidiendo 
la celebración de los actos de conciliación y juicio la incomparecencia del 
demandado, continuando el procedimiento, sin necesidad de declarar su rebeldía.

- Respecto a los otrosíes solicitados:

Al otrosí del interrogatorio del legal representante de la demandada, ha 
lugar a lo solicitado conforme al art. 90.3 LJS, sin perjuicio de que el momento 
procesal oportuno para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art. 87 
LJS). A tal efecto, hágase saber a la parte demandada que deberá comparecer 
personalmente o través de persona con poder suficiente, y en caso de personas 
jurídicas, a través de quien legalmente las represente y tenga facultades para 
responder a tal interrogatorio, advirtiéndole que en caso de no comparecer 
podrá imponérsele la multa prevista en el art. 292.4 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y que si no comparece sin justa causa a la primera citación, rehusase 
declarar o persistiese en no responder afirmativa o negativamente, a pesar del 
apercibimiento que se le haya hecho, podrán considerarse reconocidos como 
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ciertos, en la sentencia los hechos a que se refieran las preguntas, siempre que el 
interrogado hubiese intervenido en ellos personalmente y su fijación como ciertos 
le resultare perjudicial en todo o en parte. En caso de que el interrogatorio no se 
refiera a hechos personales, se admitirá su respuesta por un tercero que conozca 
los hechos, si la parte así lo solicita y acepta la responsabilidad de la declaración.

Si el representante en juicio no hubiera intervenido en los hechos deberá 
aportar a juicio a la persona conocedora directa de los mismos. Con tal fin la 
parte interesada podrá proponer la persona que deba someterse al interrogatorio 
justificando debidamente la necesidad de dicho interrogatorio personal.

La declaración de las personas que hayan actuado en los hechos litigiosos 
en nombre del empresario, cuando sea persona jurídica privada, bajo la 
responsabilidad de éste, como administradores, gerentes o directivos, solamente 
podrá acordarse dentro del interrogatorio de la parte por cuya cuenta hubieran 
actuado y en calidad de conocedores personales de los hechos, en sustitución 
o como complemento del interrogatorio del representante legal, salvo que, en 
función de la naturaleza de su intervención en los hechos y posición dentro de la 
estructura empresarial, por no prestar ya servicios en la empresa o para evitar 
indefensión, el juez o tribunal acuerde su declaración como testigos.

Al otrosí, se tiene por anunciado el propósito de comparecer asistido/a 
representado/a de Abogado/a o Graduado Social a los efectos del art. 21.2 de 
la LJS. y por designado domicilio a efectos de comunicaciones, art. 53 de la LJS. 

Recábese información de situación de empresa a través de la TGSS y 
la existencia de posibles administradores a través del Registro Mercantil. Ad 
cautelam procédase a la citación del demandado mediante edictos.

En su caso, sin que esto signifique la admisión de la prueba propuesta por el 
actor, ya que éste deberá proponerla y en su caso, el/la juez admitirla en el acto 
de juicio, art. 87 de la LJS.

Notifíquese a las partes con entrega de copia de la presente resolución 
y de la demanda, sirviendo la misma de cédula de citación en forma para los 
referidos actos de conciliación y juicio, así como, en su caso, para la prueba de 
interrogatorio de parte y el requerimiento acordado para aportar documentos.

Y para que sirva de notificación y citación en legal forma a Sweet Toys S.L., 
en ignorado paradero, expido la presente para su inserción en el Boletín Oficial de 
la Provincia de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, 22 de septiembre de 2015.—La Secretaria Judicial.
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10074	 Despido/ceses en general 563/2015.

NIG: 30030 44 4 2015 0004664

N81291

Despido objetivo individual 563/2015 

Sobre despido 

Demandantes: Salvador García García, Rogelio Ródenas Díaz, Teófilo Puche 
Yago, Juan Jesús García Muñoz, Fabián Federico Méndez Quillupangui 

Demandados: Fogasa, Darpi, S.L. 

Doña Ana Iborra Lacal, Secretaria Judicial del Juzgado de lo Social número 
Cuatro de Murcia, 

Hago saber: Que en el procedimiento despido objetivo individual 563/2015 
de este Juzgado de lo Social, seguido a instancia de Salvador García García, 
Rogelio Ródenas Díaz, Teófilo Puche Yago, Juan Jesús García Muñoz y Fabián 
Federico Méndez Quillupangui Contra Darpi, S.L. y Fogasa, sobre despido, se ha 
dictado en fecha 24 de septiembre de 2015, decreto cuya parte dispositiva tiene 
el siguiente tenor literal:

Acuerdo:

- Admitir a trámite la demanda presentada y en consecuencia:

- Citar a las partes para que comparezcan el día 19/11/2015 a las 10:45 
horas en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 001, para la celebración del acto de 
conciliación ante el/la Secretario/a judicial y, una vez intentada, y en caso de 
no alcanzarse la avenencia, el día 19/11/2015 a las 11:00 horas en Av. Ronda 
Sur (Cd. Justicia) - Sala 006, para la celebración del acto de juicio ante el/la 
magistrado/a.

- Se advierte a la parte demandante, que en caso de no comparecer al 
señalamiento sin alegar justa causa que motive la suspensión de los actos de 
conciliación y juicio, se le tendrá por desistida de su demanda; advirtiendo 
igualmente a la parte demandada que su incomparecencia a los referidos actos no 
impedirá su celebración, continuando éstos sin necesidad de declarar su rebeldía.

Al otrosí digo ha lugar al interrogatorio del legal representante de la empresa 
demandada solicitado, conforme al art. 90.3 LJS, sin perjuicio de que el momento 
procesal oportuno para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art. 87 
LJS). A tal efecto, hágase saber a la parte demandada que deberá comparecer 
personalmente o través de persona con poder suficiente, y en caso de personas 
jurídicas, a través de quien legalmente las represente y tenga facultades para 
responder a tal interrogatorio, advirtiéndole que en caso de no comparecer 
podrá imponérsele la multa prevista en el art. 292.4 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y que si no comparece sin justa causa a la primera citación, rehusase 
declarar o persistiese en no responder afirmativa o negativamente, a pesar del 
apercibimiento que se le haya hecho, podrán considerarse reconocidos como 
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ciertos, en la sentencia los hechos a que se refieran las preguntas, siempre que el 
interrogado hubiese intervenido en ellos personalmente y su fijación como ciertos 
le resultare perjudicial en todo o en parte. En caso de que el interrogatorio no se 
refiera a hechos personales, se admitirá su respuesta por un tercero que conozca 
los hechos, si la parte así lo solicita y acepta la responsabilidad de la declaración.

Si el representante en juicio no hubiera intervenido en los hechos deberá 
aportar a juicio a la persona conocedora directa de los mismos. Con tal fin la 
parte interesada podrá proponer la persona que deba someterse al interrogatorio 
justificando debidamente la necesidad de dicho interrogatorio personal.

La declaración de las personas que hayan actuado en los hechos litigiosos 
en nombre del empresario, cuando sea persona jurídica privada, bajo la 
responsabilidad de éste, como administradores, gerentes o directivos, solamente 
podrá acordarse dentro del interrogatorio de la parte por cuya cuenta hubieran 
actuado y en calidad de conocedores personales de los hechos, en sustitución 
o como complemento del interrogatorio del representante legal, salvo que, en 
función de la naturaleza de su intervención en los hechos y posición dentro de la 
estructura empresarial, por no prestar ya servicios en la empresa o para evitar 
indefensión, el juez o tribunal acuerde su declaración como testigos.

Al otrosí digo, ha lugar a la documental solicitada conforme al art. 90.2 de la 
LJS, sin perjuicio de que el momento procesal oportuno para formular y admitir 
la prueba sea el acto de juicio (art 87 LJS). Requiérase al demandado para que 
aporte los documentos solicitados, con la advertencia de que, de no hacerlo, 
podrán tenerse por probadas las alegaciones hechas por la contraria en relación 
con la prueba acordada (art. 94 LJS).

En su caso, sin que esto signifique la admisión de la prueba propuesta por el 
actor, ya que éste deberá proponerla y en su caso, el/la juez admitirla en el acto 
de juicio, art. 87 de la LJS.

Al segundo otrosí digo, se tiene por anunciado el propósito de comparecer 
asistido/a de Abogado/a a los efectos del art. 21.2 de la LJS. y por designado 
domicilio a efectos de comunicaciones, art. 53 de la LJS. 

Recábese información de situación de empresa a través de la TGSS y la 
existencia de posibles administradores a través del Registro Mercantil.

Ad cautelam, cítese a la empresa demandada por medio de edictos.

Notifíquese a las partes con entrega de copia de la presente resolución 
y de la demanda, sirviendo la misma de cédula de citación en forma para los 
referidos actos de conciliación y juicio, así como, en su caso, para la prueba de 
interrogatorio de parte y el requerimiento acordado para aportar documentos.”

Y para que sirva de notificación en legal forma a Darpi, S.L., expido el 
presente para su inserción en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, a 24 de septiembre de 2015.—La Secretaria Judicial.
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Servicio Común de Ordenación del Procedimiento Social de Murcia
De lo Social número Cuatro de Murcia

10075	 Despido objetivo individual 543/2015.

NIG: 30030 44 4 2015 0004484

N81291

Despido objetivo individual 543/2015 

Sobre despido 

Demandante: Yolanda Calopiña Tinoco

Abogado: Benito López López

Demandados: Fogasa, Iván Pabon Román 

Doña Ana Iborra Lacal, Secretaria Judicial del Juzgado de lo Social número 
Cuatro de Murcia, 

Hago saber: Que en el procedimiento despido objetivo individual 543/2015 
de este Juzgado de lo Social, seguido a instancia de Yolanda Calopiña Tinoco 
contra Iván Pabón Román y Fogasa, sobre despido, se ha dictado en fecha 23 de 
septiembre de 2015, decreto cuya parte dispositiva tiene el siguiente tenor literal:

“Acuerdo:

- Admitir a trámite la demanda presentada y en consecuencia:

- Citar a las partes para que comparezcan el día 17/11/2015 a las 9:25 
horas en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 001, para la celebración del acto de 
conciliación ante el/la Secretario/a judicial y, una vez intentada, y en caso de no 
alcanzarse la avenencia, el día 17/11/2015 a las 09:40 horas en Av. Ronda Sur (Cd. 
Justicia) - Sala 007, para la celebración del acto de juicio ante el/la magistrado/a.

- Se advierte a la parte demandante, que en caso de no comparecer al 
señalamiento sin alegar justa causa que motive la suspensión de los actos de 
conciliación y juicio, se le tendrá por desistida de su demanda; advirtiendo 
igualmente a la parte demandada que su incomparecencia a los referidos actos no 
impedirá su celebración, continuando éstos sin necesidad de declarar su rebeldía.

Al otrosí digo ha lugar al interrogatorio solicitado del demandado, conforme 
al art. 90.3 LJS, sin perjuicio de que el momento procesal oportuno para formular 
y admitir la prueba sea el acto de juicio (art. 87 LJS). A tal efecto, hágase 
saber a la parte demandada que deberá comparecer personalmente o través de 
persona con poder suficiente, y en caso de personas jurídicas, a través de quien 
legalmente las represente y tenga facultades para responder a tal interrogatorio, 
advirtiéndole que en caso de no comparecer podrá imponérsele la multa prevista 
en el art. 292.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y que si no comparece sin 
justa causa a la primera citación, rehusase declarar o persistiese en no responder 
afirmativa o negativamente, a pesar del apercibimiento que se le haya hecho, 
podrán considerarse reconocidos como ciertos, en la sentencia los hechos a que 
se refieran las preguntas, siempre que el interrogado hubiese intervenido en ellos 
personalmente y su fijación como ciertos le resultare perjudicial en todo o en 
parte. En caso de que el interrogatorio no se refiera a hechos personales, se 
admitirá su respuesta por un tercero que conozca los hechos, si la parte así lo 
solicita y acepta la responsabilidad de la declaración.
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Si el representante en juicio no hubiera intervenido en los hechos deberá 
aportar a juicio a la persona conocedora directa de los mismos. Con tal fin la 
parte interesada podrá proponer la persona que deba someterse al interrogatorio 
justificando debidamente la necesidad de dicho interrogatorio personal.

La declaración de las personas que hayan actuado en los hechos litigiosos 
en nombre del empresario, cuando sea persona jurídica privada, bajo la 
responsabilidad de éste, como administradores, gerentes o directivos, solamente 
podrá acordarse dentro del interrogatorio de la parte por cuya cuenta hubieran 
actuado y en calidad de conocedores personales de los hechos, en sustitución 
o como complemento del interrogatorio del representante legal, salvo que, en 
función de la naturaleza de su intervención en los hechos y posición dentro de la 
estructura empresarial, por no prestar ya servicios en la empresa o para evitar 
indefensión, el juez o tribunal acuerde su declaración como testigos.

Al otrosí digo, se tiene por anunciado el propósito de comparecer asistido/a 
de Abogado/a a los efectos del art. 21.2 de la LJS. y por designado domicilio a 
efectos de comunicaciones, art. 53 de la LJS. 

Al otrosí digo, ha lugar a la documental solicitada conforme al art. 90.2 de la 
LJS, sin perjuicio de que el momento procesal oportuno para formular y admitir la 
prueba sea el acto de juicio (art 87 LJS). Requiérase a los demandados para que 
aporten los documentos solicitados, con la advertencia de que, de no hacerlo, 
podrán tenerse por probadas las alegaciones hechas por la contraria en relación 
con la prueba acordada (art. 94 LJS).

En su caso, sin que esto signifique la admisión de la prueba propuesta por el 
actor, ya que éste deberá proponerla y en su caso, el/la juez admitirla en el acto 
de juicio, art. 87 de la LJS.

Recábese información de situación de empresa a través de la TGSS.

Ad cautelam, cítese a la empresa demandada por medio de edictos.

Notifíquese a las partes con entrega de copia de la presente resolución 
y de la demanda, sirviendo la misma de cédula de citación en forma para los 
referidos actos de conciliación y juicio, así como, en su caso, para la prueba de 
interrogatorio de parte y el requerimiento acordado para aportar documentos.”

Y para que sirva de notificación en legal forma a Iván Pabón Román, expido 
el presente para su inserción en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, 23 de septiembre de 2015.—La Secretaria Judicial.
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10076	 Despido/ceses en general 557/2015.

NIG: 30030 44 4 2015 0004618
N81291
Despido/ceses en general 557/2015 
Sobre despido 
Demandante: Pablo Pérez Masia
Demandados: Artecom Gestora de Servicios, Fondo de Garantía Salarial 

Fogasa 

Doña Ana Iborra Lacal, Secretaria Judicial del Juzgado de lo Social número 
Cuatro de Murcia, 

Hago saber: Que en el procedimiento despido/ceses en general 557/2015 de este 
Juzgado de lo Social, seguido a instancia de Pablo Pérez Masia contra Artecom Gestora 
de Servicios y Fondo de Garantía Salarial, sobre despido, se ha dictado en fecha 24 de 
septiembre de 2015 decreto cuya parte dispositiva tiene el siguiente tenor literal:

Acuerdo:

- Admitir a trámite la demanda presentada y en consecuencia:

- Citar a las partes para que comparezcan el día 19/11/2015 a las 10:25 
horas en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 001, para la celebración del acto de 
conciliación ante el/la Secretario/a judicial y, una vez intentada, y en caso de no 
alcanzarse la avenencia, el día 19/11/2015 a las 10:30 horas en Av. Ronda Sur (Cd. 
Justicia) - Sala 006, para la celebración del acto de juicio ante el/la magistrado/a.

- Se advierte a la parte demandante, que en caso de no comparecer al 
señalamiento sin alegar justa causa que motive la suspensión de los actos de 
conciliación y juicio, se le tendrá por desistida de su demanda; advirtiendo 
igualmente a la parte demandada que su incomparecencia a los referidos actos no 
impedirá su celebración, continuando éstos sin necesidad de declarar su rebeldía.

Al otrosí digo ha lugar al interrogatorio del legal representante de la empresa 
demandada solicitado conforme al art. 90.3 LJS, sin perjuicio de que el momento 
procesal oportuno para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art. 87 
LJS). A tal efecto, hágase saber a la parte demandada que deberá comparecer 
personalmente o través de persona con poder suficiente, y en caso de personas 
jurídicas, a través de quien legalmente las represente y tenga facultades para 
responder a tal interrogatorio, advirtiéndole que en caso de no comparecer 
podrá imponérsele la multa prevista en el art. 292.4 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y que si no comparece sin justa causa a la primera citación, rehusase 
declarar o persistiese en no responder afirmativa o negativamente, a pesar del 
apercibimiento que se le haya hecho, podrán considerarse reconocidos como 
ciertos, en la sentencia los hechos a que se refieran las preguntas, siempre que el 
interrogado hubiese intervenido en ellos personalmente y su fijación como ciertos 
le resultare perjudicial en todo o en parte. En caso de que el interrogatorio no se 
refiera a hechos personales, se admitirá su respuesta por un tercero que conozca 
los hechos, si la parte así lo solicita y acepta la responsabilidad de la declaración.
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Si el representante en juicio no hubiera intervenido en los hechos deberá 
aportar a juicio a la persona conocedora directa de los mismos. Con tal fin la 
parte interesada podrá proponer la persona que deba someterse al interrogatorio 
justificando debidamente la necesidad de dicho interrogatorio personal.

La declaración de las personas que hayan actuado en los hechos litigiosos 
en nombre del empresario, cuando sea persona jurídica privada, bajo la 
responsabilidad de éste, como administradores, gerentes o directivos, solamente 
podrá acordarse dentro del interrogatorio de la parte por cuya cuenta hubieran 
actuado y en calidad de conocedores personales de los hechos, en sustitución 
o como complemento del interrogatorio del representante legal, salvo que, en 
función de la naturaleza de su intervención en los hechos y posición dentro de la 
estructura empresarial, por no prestar ya servicios en la empresa o para evitar 
indefensión, el juez o tribunal acuerde su declaración como testigos.

Al otrosí digo, ha lugar a la documental solicitada conforme al art. 90.2 de la 
LJS, sin perjuicio de que el momento procesal oportuno para formular y admitir 
la prueba sea el acto de juicio (art 87 LJS). Requiérase al demandado para que 
aporten los documentos solicitados, con la advertencia de que, de no hacerlo, 
podrán tenerse por probadas las alegaciones hechas por la contraria en relación 
con la prueba acordada (art. 94 LJS).

En su caso, sin que esto signifique la admisión de la prueba propuesta por el 
actor, ya que éste deberá proponerla y en su caso, el/la juez admitirla en el acto 
de juicio, art. 87 de la LJS.

Cítese como parte al Fondo de Garantía Salarial a los efectos señalados en el 
art. 23 de la LJS.

Recábese información de situación de empresa a través de la TGSS y la 
existencia de posibles administradores a través del Registro Mercantil.

Ad cautelam, cítese a la empresa demandada por medio de edictos.

Notifíquese a las partes con entrega de copia de la presente resolución 
y de la demanda, sirviendo la misma de cédula de citación en forma para los 
referidos actos de conciliación y juicio, así como, en su caso, para la prueba de 
interrogatorio de parte y el requerimiento acordado para aportar documentos.”

Y para que sirva de notificación en legal forma a Artecom Gestora de 
Servicios, S.L., en ignorado paradero, expido el presente para su inserción en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, 24 de septiembre de 2015.—La Secretaria Judicial.
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Servicio Común de Ordenación del Procedimiento Social de Murcia
De lo Social número Seis de Murcia

10077	 Despido/ceses en general 477/2015.

N.I.G: 30030 44 4 2015 0003880

N28150

DSP Despido/ceses en general 477/2015 

Procedimiento origen: 477 /15

Sobre: Despido 

Demandante: Isabel Moruno Martínez.

Abogado: Alberto Martínez Soriano.

Demandado/s: Sidra Para Todos, S.L

Doña Isabel María de Zarandieta Soler, Secretaria Judicial del Juzgado de lo 
Social número Seis de Murcia.

Hago saber: Que en el procedimiento despido/ceses en general 477/2015 de 
este Juzgado de lo Social, seguidos a instancia de doña Isabel Moruno Martínez 
contra la empresa Sidra Para Todos, S.L, sobre despido, se ha dictado la siguiente 
resolución, cuya parte dispositiva se adjunta:

Parte dispositiva

Acuerdo:

- Admitir la demanda presentada.

- Citar a las partes para que comparezcan el día 17/11/2015 a las 10:55 
horas en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 1 al acto de conciliación ante el/la 
Secretario/a judicial y, en caso de no avenencia, a las 11:10 horas del mismo día, 
en Av. Ronda Sur (Cd. Justicia) - Sala 6 al acto de juicio.

- Adviértase a las partes que en caso de no comparecer ni alegar justa 
causa que motive la suspensión de los actos de conciliación o juicio, el actor 
no comparecido será tenido por desistido de su demanda, no impidiendo 
la celebración de los actos de conciliación y juicio la incomparecencia del 
demandado, continuando el procedimiento, sin necesidad de declarar su rebeldía.

- Respecto a los otrosíes solicitados:

Al otrosí del interrogatorio del legal representante de la demandada, ha 
lugar a lo solicitado conforme al art. 90.3 LJS, sin perjuicio de que el momento 
procesal oportuno para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art. 87 
LJS). A tal efecto, hágase saber a la parte demandada que deberá comparecer 
personalmente o través de persona con poder suficiente, y en caso de personas 
jurídicas, a través de quien legalmente las represente y tenga facultades para 
responder a tal interrogatorio, advirtiéndole que en caso de no comparecer 
podrá imponérsele la multa prevista en el art. 292.4 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y que si no comparece sin justa causa a la primera citación, rehusase 
declarar o persistiese en no responder afirmativa o negativamente, a pesar del 
apercibimiento que se le haya hecho, podrán considerarse reconocidos como 
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ciertos, en la sentencia los hechos a que se refieran las preguntas, siempre que el 
interrogado hubiese intervenido en ellos personalmente y su fijación como ciertos 
le resultare perjudicial en todo o en parte. En caso de que el interrogatorio no se 
refiera a hechos personales, se admitirá su respuesta por un tercero que conozca 
los hechos, si la parte así lo solicita y acepta la responsabilidad de la declaración.

Si el representante en juicio no hubiera intervenido en los hechos deberá 
aportar a juicio a la persona conocedora directa de los mismos. Con tal fin la 
parte interesada podrá proponer la persona que deba someterse al interrogatorio 
justificando debidamente la necesidad de dicho interrogatorio personal.

La declaración de las personas que hayan actuado en los hechos litigiosos 
en nombre del empresario, cuando sea persona jurídica privada, bajo la 
responsabilidad de éste, como administradores, gerentes o directivos, solamente 
podrá acordarse dentro del interrogatorio de la parte por cuya cuenta hubieran 
actuado y en calidad de conocedores personales de los hechos, en sustitución 
o como complemento del interrogatorio del representante legal, salvo que, en 
función de la naturaleza de su intervención en los hechos y posición dentro de la 
estructura empresarial, por no prestar ya servicios en la empresa o para evitar 
indefensión, el juez o tribunal acuerde su declaración como testigos.

Al otrosí, se tiene por anunciado el propósito de comparecer asistido/a 
representado/a de Abogado/a o Graduado Social a los efectos del art. 21.2 de la LJS., 
y por designado domicilio a efectos de comunicaciones, art. 53 de la LJS. 

Al otrosí del requerimiento de los documentos, ha lugar a lo solicitado 
conforme al art. 90.2 de la LJS, sin perjuicio de que el momento procesal 
oportuno para formular y admitir la prueba sea el acto de juicio (art 87 LJS). 
Requiérase a la demandada para que aporten los documentos solicitados en el 
segundo otrosí digo documental de la demanda, con la advertencia de que, de no 
hacerlo, podrán tenerse por probadas las alegaciones hechas por la contraria en 
relación con la prueba acordada (art. 94 LJS).

Recábese información de situación de empresa a través de la TGSS y 
la existencia de posibles administradores a través del Registro Mercantil. Ad 
cautelam procédase a la citación del demandado mediante edictos.

En su caso, sin que esto signifique la admisión de la prueba propuesta por el 
actor, ya que éste deberá proponerla y en su caso, el/la juez admitirla en el acto 
de juicio, art. 87 de la LJS.

Notifíquese a las partes con entrega de copia de la presente resolución 
y de la demanda, sirviendo la misma de cédula de citación en forma para los 
referidos actos de conciliación y juicio, así como, en su caso, para la prueba de 
interrogatorio de parte y el requerimiento acordado para aportar documentos.

Y para que sirva de notificación y citación en legal forma a Sidra para Todos, S.L, 
en ignorado paradero, expido la presente para su inserción en el Boletín Oficial de 
la Provincia de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, a 22 de septiembre de 2015.—La Secretaria Judicial.

NPE: A-051015-10077
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III. Administración de Justicia

Primera Instancia e Instrucción número Cuatro de San Javier

10078	 Divorcio contencioso 294/2011.

En el procedimiento de divorcio contencioso 294/2011 de este Juzgado de 
Primera Instancia número Cuatro de San Javier se ha dictado la resolución que, 
en extracto, es como sigue: Sentencia 70/2013 En San Javier, a veintiocho de junio 
de dos mil trece.

Vistos por mí, Elena Vidal Sánchez, Juez del Juzgado de Primera Instancia 
e Instrucción número Cuatro de esta Ciudad y su Partido, los presentes autos 
de divorcio que con el número 294 / 2011 se han tramitado en este Juzgado, a 
instancias de Fátima Lakhal, representada por la procuradora Josefa Garcerán 
Martínez y asistida por la letrada Ángeles Fernández Laorden, contra Abdelhak Safraoui 
(declarado en situación procesal de rebeldía), en base a los siguientes (...)

Fallo

Que estimando la demanda presentada por Josefa Garcerán Martínez, 
debo declarar y declaro disuelto el matrimonio formado por doña Fátima Lakhal 
y D. Abdelhak Safraoui Monserrat celebrado el día 8 de septiembre de 2003, 
acordando las medidas siguientes:

- Otorgar a la Sra. Lakhal una pensión compensatoria en el importe de 100 euros 
mensuales; suma que será satisfecha por el Sr. Abdelhak dentro de los cinco 
primeros días de cada mes, en la cuenta bancaria que la esposa designe al 
efecto; quedando actualizada anualmente, con efectos de 1 de enero, conforme 
a las variaciones del IPC que publique el INE, u otro organismo que en el futuro lo 
sustituya. Dicha pensión compensatoria se establece durante un periodo de 5 años.

No cabe la expresa imposición de costas.

Notifíquese a las partes, previniéndoles que contra esta sentencia cabe 
recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de Murcia, en el plazo de veinte 
días desde su notificación.

Y como consecuencia del ignorado paradero de Abdelhak Safraoui, se 
extiende la presente para que sirva de cédula de notificación.

En San Javier a 8 de julio de 2015.—El/la Secretario/a.

NPE: A-051015-10078
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III. Administración de Justicia

Primera Instancia e Instrucción número Siete de San Javier

10079	 Guarda y custodia 204/2013.

F02 Faml. Guard, Custdo Ali. Hij/2013 Menor no matri. no C. 0000204.

Procedimiento origen: Sobre otras materias

Demandante: Mirna-Ivone Freire Torres 

Procuradora Sr/a. Josefa Garcerán Martínez

Abogada Sra. María Dolores Ureña Girón. 

Demandado: Luis Antonio Llerena Zúñiga.

En San Javier, a 5 de febrero de 2013, vistos por mí, D. Antonio Morente 
Espinosa, Juez del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número Siete 
de esta ciudad y su partido, los presentes autos de procedimiento de guarda, 
custodia y alimentos de hijos no matrimoniales 204/13, promovidos por la 
Procuradora D.ª María José Garcerán Martínez, en nombre y representación de 
D.ª Mirna Ivonne Freire Torres, asistida por la Letrada D.ª María Dolores Ureña 
Girón, contra D. Luis Antonio Llerena Zúñiga, en situación de rebeldía procesal, 
siendo parte el Ministerio Fiscal, procede dictar lo siguiente.

Fallo

Estimando la demanda interpuesta por la Procuradora D.ª Josefa Garcerán 
Martínez, en nombre y representación de D.ª Mirna-Ivone Freire Torres, procede 
acordar las siguientes medidas definitivas:

· Se atribuye la guarda y custodia del menor Antonio David Llerena Freire a 
D.ª Mirna-Ivone Freire Torres, quien ejercerá en exclusiva la patria potestad.

· No se establece ningún régimen de visitas a favor del progenitor no custodio.

· Se establece una pensión de alimentos a favor del hijo menor de edad de 
300 euros mensuales actualizables el uno de enero conforme al índice de precios 
del consumo. Dicha pensión será abonada en los cinco primeros días de cada mes 
en la cuenta designada por la actora.

· Los gastos extraordinarios al 50%, teniendo tal consideración gastos tales 
como médico de cualquier tipo, así como todos los que excedan de la matrícula 
escolar ordinarias y aquellos cuyos desembolso no pueda ser previsto.

La parte demandada deberá abonar las costas causadas en el presente procedimiento.

Esta sentencia no es firme, y contra la misma cabe recurso de apelación que 
deberá ser interpuesto en el plazo de 20 días desde la notificación de la presente 
resolución, a través de escrito presentado en este Juzgado en la forma prevista 
en el artículo 458 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, para su conocimiento y fallo 
por la Audiencia Provincial de Murcia.

De conformidad con la Ley 10/12, para la interposición n de recurso de apelación 
contra esta sentencia es precisa la constitución previa de una tasa y depósito en la 
cuenta de Depósitos y Consignaciones de este Juzga el cual deberá estar efectuado 
al tiempo de la preparación del mismo y acreditarse oportunamente, sin que proceda 
la admisión a trámite de ningún recurso cuyo depósito no esté constituido.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, mando y firmo.—El Magistrado Juez.

NPE: A-051015-10079
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III. Administración de Justicia

De lo Social número Cinco de Alicante

10080	 Procedimiento 292/2013.

En este Juzgado, en el procedimiento judicial n.° 292/2013, seguido a 
instancia de María Cristobalina Niñoles Rodríguez contra Limpiezas Limserza SL, 
se ha dictado resolución que, en la parte que interesa, dice:

Fallo 

Estimando la demanda rectora de autos promovida por D.ª María Cristobalina 
Ninoles Rodríguez frente a la empresa Limpiezas Limserza, S.L.,en materia de 
reclamación de cantidad, debo condenar y condeno a la nombrada empresa a 
que abone a la demandante la suma total de 787,78 euros (setecientos ochenta 
y siete euros con setenta y ocho céntimos), en concepto de salarios, as¡ como a 
que le abone 240 euros por el 10% de dicho importe por interés anual por mora; 
y ello efectuando expresa imposición de honorarios del Letrado y costas a la 
citada empresa demandada, fijándolas en 200 euros.

Finalmente, debo absolver y absuelvo al codemandado Fondo de 
Garantía Salarial, sin perjuicio de la responsabilidad sustitutoria que pudiera 
corresponderle.

Notifíquese a las partes haciéndoles saber que contra esta resolución no cabe 
formular recurso ordinario alguno.

As¡ por esta mi sentencia que se depositara en el Libro de sentencias del 
Juzgado una vez se haya traído un testimonio para su unión a actuaciones, 
definitivamente Juzgado en Primera Instancia, la pronuncio, mando y firmo.

Y para que sirva de notificación a Limpiezas Limserza SL, con la advertencia 
que las siguientes comunicaciones se harán en los estrados del Juzgado (salvo las 
que deban revestir la forma de auto, sentencia o emplazamiento, conforme dicta 
el art. 59 de la L.R.J.S.), expido el presente en Alicante, 19 de agosto de 2015.—
La Secretaria Judicial.

NPE: A-051015-10080
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